LIBERTAD DE ENSEÑANZA: DERECHO A ELEGIR

A fecha de hoy el derecho a educar en libertad en España está, no sólo amenazado, sino de hecho agredido. En varias Comunidades Autónomas, y en Castilla la Mancha de modo particular, se han promulgado “Decretos reguladores de la admisión de alumnos en centros sostenidos con fondos públicos” que vulneran los derechos humanos. La Ley de Calidad de la Educación ha sido suspendida en su vigencia en circunstancias jurídicamente extrañas. A esta Ley pretende sustituir otra, hoy en anteproyecto, que nos ofrece serias dudas acerca del alcance del derecho a educar en libertad. En todas España se están denegando conciertos educativos a centros de iniciativa social. Actualmente es muy difícil crear o mantener un centro docente. Impera el dogma de la coeducación, impuesto por la vía de hecho. Se pretende relegar la asignatura de religión hasta tal punto que dejaría de ser asignatura.

Estos son los motivos por los que creo que merece la pena estar preocupado, y hacerse una serie de consideraciones, como las que a continuación les ofrezco.

Desde su origen, el Estado moderno ha ido extendiendo progresivamente sus competencias, unas veces por las nuevas exigencias de la sociedad, y otras por la ambición personal de poder e influencia de sus dirigentes. Con demasiada frecuencia, lo que empieza siendo un servicio, que se presta con el lógico nivel de autoridad que exige la organización social de las cosas, deja de ser un servicio para convertirse en un verdadero dominio si no se tiene una concepción correcta de la persona y la sociedad.

Los derechos del Estado están limitados por los derechos de la persona y de la familia, que son anteriores: la familia y la sociedad son instituciones naturales, mientras que el Estado es una institución artificial. Se dice del hombre que es un ser social, pero nunca se dice, porque no es cierto, que el hombre sea un “ser estatal”, o un “ser autonómico”.

Vamos a detenernos unos momentos en cuatro artículos de leyes vigentes en España: 

Art. 39.3 Constitución Española

Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

Art. 110 Código Civil

El padre y la madre, aunque no ostenten la patria potestad, están obligados a velar por los hijos menores y a prestarles alimentos.

Art. 142 Código Civil

Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia médica.

Los alimentos comprenden también la educación e instrucción del alimentista mientras sea menor de edad (…).

Art. 226 Código Penal

El que dejare de cumplir los deberes legales de asistencia inherentes a la patria potestad, tutela, guarda o acogimiento familiar o de prestar la asistencia necesaria legalmente establecida para el sustento de sus descendientes, ascendientes o cónyuge, que se hallen necesitados, será castigado con la pena de arresto de ocho a veinte fines de semana.

La familia es el lugar originario para la educación de los hijos: no sólo moralmente, sino también legalmente, es responsabilidad de los padres o tutores.

La familia, lógicamente, acude a alguien en quien confíe para que eduque a los hijos en aquellos aspectos a los que los padres no pueden llegar. Pero siempre a título de delegación: los padres delegan en un tercero algunos aspectos de la educación de los hijos, y tienen la responsabilidad de la elección de ese tercero con criterios de idoneidad que les sean satisfactorios y les parezcan adecuados.

¿Se imaginan ustedes que el Estado nos diese de comer a todos, a todos lo mismo, y en comedores públicos? ¿Se imaginan que el Estado estableciese por Ley lo que deben ustedes dar de comer a sus hijos los lunes, miércoles y viernes? Serían situaciones admisibles sólo en países subdesarrollados. En algunos casos sería, no sólo admisible, sino incluso necesario, por una excepcional situación en que las familias no llegasen, por carencia de medios, a cumplir con esa obligación natural y legal.

Imagínense ahora que el Estado promulgase una Ley por la cual todas las madres, a partir de los tres meses del bebé, estuvieran obligadas a llevar a sus hijos a unos funcionarios especiales que, obligatoriamente, serían los que al nene le enseñasen a decir “mamá” o “papá”. Sería terrible, ¿verdad?

¿Por qué? Porque el Estado lo que debe hacer es completar la obra de la familia, proporcionándole los medios para ejercer sus derechos, entre los que está educar a sus hijos. Porque el lugar originario para la educación de los hijos es la familia. Como lo normal es que la familia no tenga ni medios ni preparación para realizar una labor de enseñanza completa, los padres acuden a alguien de su confianza para que eduque a sus hijos en aquellos aspectos a los que ellos no pueden llegar, pero siempre, insisto, a título de delegación, porque los responsables son los padres: es a los padres a los que la Ley, como hemos visto antes, obliga a educar a los hijos. Es más: les transcribo otros dos artículos del Código Civil:

Art. 1.902: “El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado”.

Art. 1.903: “Los padres son responsables de los daños causados por los hijos que se encuentren bajo su guarda”.

Parece meridianamente claro que, si es a los padres a los que se les pide cuentas, sean los padres quienes elijan, bajo su responsabilidad y en ejercicio de sus derechos, a una persona o institución de su confianza para que eduque a sus hijos. 

El Estado puede instituir también, en la medida que lo requiera el bien común, escuelas y otros centros educativos propios, con los que contribuirá al desarrollo cultural de los individuos. Ese derecho del Estado se transforma en deber cuando la iniciativa privada no llega a cubrir todas las necesidades.

Lógicamente, el Estado tiene también el derecho y el deber de mantener un control mínimo, para garantizar el nivel de los estudios y programas.

El desarrollo social ha ido favoreciendo históricamente que las familias, y otras instituciones sociales, hayan ido constituyendo iniciativas educativas para el cumplimiento y ejercicio de ese derecho/deber de educación de sus miembros. Y esto es lo natural: quien tiene la titularidad de ese derecho/deber son los padres, las familias, la sociedad.

El Estado está al servicio de la persona, cuya defensa y promoción debe favorecer. Y suplir cuando la satisfacción de las necesidades sea insuficiente.

Lo expuesto hasta ahora encaja perfectamente en el marco constitucional español, como veremos ahora. Leamos algunos preceptos.

Constitución Española Artículo 27

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Artículo 14. (Y artículo 76 de la Constitución europea). Derecho a la educación

1. Toda persona tiene derecho a la educación y al acceso a la formación profesional y permanente. 

2. Este derecho incluye la facultad de recibir gratuitamente la enseñanza obligatoria. 

3. Se respetan, de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio, la libertad de creación de centros docentes dentro del respeto a los principios democráticos, así como el derecho de los padres a garantizar la educación y la enseñanza de sus hijos conforme a sus convicciones religiosas, filosóficas y pedagógicas. 

Declaración Universal de los Derechos Humanos. Artículo 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos. 

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz. 

3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos. 

«Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza», aprobada el 14 de Diciembre de 1960 por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), en su undécima reunión celebrada en París del 14 de Noviembre al 15 de Diciembre de 1960, que entró en vigor en España el 20 de Noviembre de 1969.

Artículo 2: no serán considerados como discriminación: «la creación o el mantenimiento de sistemas o establecimientos de enseñanza separadas para los alumnos de sexo masculino y para los de sexo femenino siempre que esos sistemas o establecimientos ofrezcan facilidades equivalentes de acceso a la enseñanza, dispongan de un personal docente igualmente calificado, así como de locales escolares y de un equipo de igual calidad y permita seguir los mismos programas de estudio o programas equivalentes». Tampoco se considera discriminatorio «La creación o el mantenimiento, por motivos de orden religioso o lingüístico de sistemas o establecimientos separados que proporcionen una enseñanza conforme a los deseos de los padres o tutores legales de los alumnos, si la participación en esos sistemas es facultativa y si la enseñanza en ellos proporcionada se ajusta a las normas que las autoridades competentes puedan haber fijado o aprobado, particularmente para la enseñanza del mismo grado". (En 1999, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU, ratificó «el artículo 2 de la Convención de la UNESCO relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza»).

Así pues, con estos materiales debe construirse en España el sistema educativo:


1-Iniciativa pública y privada: libertad de creación de centros docentes. Es posibilitar el derecho a educar: el derecho a delegar en quien yo quiera, es decir, en quien yo deposite mi confianza en ejercicio de mi responsabilidad, moral y legal.


2-Ayuda del Estado a los centros, públicos y privados: los conciertos no son ningún favor son una obligación de la Administración: la enseñanza debe ser obligatoria y gratuita, y para todos.


3-Pluralismo: libertad de creación implica necesariamente libertad de elección.


4-Clase de religión: es un derecho regulado, además de en sede de libertad religiosa y de culto, en sede de educación obligatoria y gratuita.


5-Orientación moral: derecho a un determinado ideario.


6-Participación efectiva de todos los sectores afectados: padres, profesores, titulares.


7-Homologación y control del Estado: que no es lo mismo que poner trabas innecesarias que imposibilitarían la libertad.


8-Respeto a las propias convicciones: no sólo religiosas y filosóficas, sino también pedagógicas: derecho a elegir la escolarización diferenciada. Que no es discriminación.


9-El derecho de los padres a elegir es un derecho preferente: en el Diccionario RAE, preferente significa “que tiene preferencia o superioridad sobre algo”.

Toda regulación legal del derecho a la educación que no contenga estos ingredientes, será inconstitucional.

Es frecuente escuchar algunos argumentos engañosos, y conviene saber desenmascararlos.

A. El argumento de la igualdad.

B. El argumento del “uso de los fondos públicos”.

C. El argumento de “la apuesta por la enseñanza pública”.

D. El argumento de que los centros concertados lo que quieren es elegir a sus alumnos.

E. El argumento de la coeducación obligatoria.

La igualdad: concebida como rasero por el que debe medirse a todos los ciudadanos, es contraria a la dignidad humana porque, siendo todos iguales en dignidad y derechos, no tenemos todos las mismas convicciones, y por eso el pluralismo es tan valor superior del ordenamiento como la igualdad en el Art. 1 de la Constitución junto con la libertad y la justicia. La igualdad debe ir de la mano de la libertad: lo justo es garantizar la igualdad en el derecho a elegir entre opciones legítimas.

El uso de los fondos públicos: se apela con frecuencia al siguiente pretexto: “Parece lógico que los centros sostenidos con fondos públicos se ajusten al modelo oficial”. Y es un argumento perfectamente válido. Lo que pasa es que lo que no es lógico es el modelo oficial: si la Constitución garantiza una enseñanza gratuita y obligatoria en el mismo artículo en que proclama la libertad de elección y creación de centros docentes, la obligación del Estado de ayudar a los centros educativos, y el derecho de los padres a elegir la educación más acorde con sus convicciones, efectivamente es lógico que los centros sostenidos con fondos públicos se ajusten al modelo oficial, pero este modelo oficial debe ajustarse a lo previsto en la Constitución.

La apuesta por la enseñanza pública. Es obligación de nuestros gobernantes apostar por la educación en los términos en que apuesta la Constitución. No es conforme con la Constitución apostar por la enseñanza pública si al mismo tiempo no se apuesta también por la privada concertada. El sistema que la Constitución quiere es un sistema que apuesta por ambas, porque apuesta por la libertad.

El supuesto interés de los centros concertados en elegir a sus alumnos. Es una gran manipulación de la realidad. La educación es un convenio entre dos partes: padres y colegio, entre los que existe una relación de confianza. Una elección es una línea recta entre dos puntos, y todo obstáculo que pretenda cortar esa recta es ilícito: los centros concertados lo que quieren no es elegir: es poder ser elegidos.

La coeducación obligatoria. Se pretende prohibir la educación diferenciada de niños y niñas, y que todos los centros educativos sean, obligatoriamente, mixtos. Es defendible la bondad de la educación mixta, pero también lo es la educación diferenciada: es cuestión de preferencias personales, de convicciones, de sistemas pedagógicos. No es lícito imponer nada a nadie: el que quiera colegio mixto, que pueda elegirlo, pero que también pueda elegir el que quiera educación diferenciada. Mientras los centros de educación diferenciada no pretenden imponer nada a nadie, algunas ideologías quieren que sólo exista la educación mixta: ¿y la libertad?

Como suele suceder, los argumentos que sirven para fundamentar recortes injustificados de las libertades, no resisten ni al sentido común ni a la Ley. En la Plataforma por la Libertad de Enseñanza en Castilla la Mancha creemos en la libertad, y luchamos por ella.

